
 

 

 
JURISPRUDENCIA SENTENCIA No. 1965-18-EP/21 

 

TRIBUNAL Corte Constitucional, 17 de noviembre de 2021 

MATERIA Constitucional- Acción Extraordinaria de Protección  

INTERVINO LA DEFENSORIA 
PUBLICA   

No aplica 

DATOS DEL DEFENSOR/A PUBLICO No aplica 

DERECHOS INVOLUCRADOS Derecho al debido proceso en la garantía de la motivación, derecho al acceso a la 
justicia, derecho al recurso de doble conforme. 

BREVE RELACION DE LOS HECHOS (Laguna estructural, doble conforme y control incidental de constitucionalidad) 
 
Dentro del juicio penal N.° 11310-2016-00030G, el 7 de junio de 2017, el Tribunal 
de Garantías Penales con sede en el cantón Loja emitió sentencia con voto de 
mayoría, en la que se ratificó la inocencia del procesado por delito de violación. 
 
En contra de esta sentencia, la Fiscalía Provincial de Loja interpuso recurso de 
apelación, mismo que fue conocido y resuelto por la Sala Penal, Penal Militar, 
Penal Policial y Tránsito de la Corte Provincial de Loja. Este tribunal, mediante 
sentencia – con voto de mayoría–, dictada el 19 de diciembre de 2017, aceptó el 
recurso, revocó la sentencia subida en grado y declaró al procesado responsable 
del delito de violación en el grado de autor directo, con las agravantes de los 
numerales 4 y 9 del artículo 48 del COIP; en consecuencia, le impuso la pena de 
veintinueve años cuatro meses de privación de la libertad y el pago de una multa 
de mil seiscientos salarios básicos unificados del trabajador en general. 
 
En contra del fallo de segunda instancia, el sentenciado propuso recurso de 
casación, mismo que fue inadmitido mediante auto de 20 de junio de 2018, por 
el correspondiente tribunal de la Sala Especializada de lo Penal de la Corte 
Nacional de Justicia. 
 
En contra de esta decisión judicial, el 18 de julio de 2018, el sentenciado presentó 
una demanda de acción extraordinaria de protección. 
 
El 27 de marzo de 2019, la Sala de Admisión de la Corte Constitucional admitió a 
trámite la acción extraordinaria de protección N.° 1965-18-EP, aprobando el Pleno 
de la Corte darle el tratamiento de prioritario. 
 
El juez sustanciador convocó a las partes procesales del caso, a la Asamblea 
Nacional, a la Presidencia de la República y a la Procuraduría General del Estado a 
una audiencia de control incidental de constitucionalidad celebrada por medios 
telemáticos el viernes 23 de julio de 2021, en la que se debatió sobre la referida 
omisión normativa. 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO Art. 11 núm. 4, 5, 6, 7, 8, y 9, art. 75, art. 76.7 letras a), l), m), art. 169 de la 

Constitución de la República del Ecuador. 

Art. 29, art. 140 Código Orgánico de la Función Judicial  
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Art. 13 Código Orgánico Integral Penal 

CONTEXTO SOCIAL Y ECONÓMICO 
DEL CASO 

Grupo de atención prioritaria. Persona privada de la libertad.  

INSTANCIA PROCESAL EN LA QUE 
SE EMITE LA SENTENCIA  

Corte Constitucional 

INSTRUMENTO Y/O CRITERIO 
INTERNACIONAL INVOCADO 

o Convención Americana sobre Derechos Humanos art. 8 núm. 1 y 2 literal h)  
o Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos art. 14 párr. 5 
o Corte IDH, Caso Mendoza y otros Vs. Argentina, sentencia de 14 de mayo de 

2013 
o Corte IDH. Caso Gorigoitía Vs. Argentina, sentencia de 2 de septiembre de 

2019 
o Comité de Derechos Humanos. Observación General 32 CCPR/C/GC/32, párr. 
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ARGUMENTOS Y 
FUNDAMENTACIÓN DE LA CORTE 
NACIONAL 

27. De conformidad con lo expuesto en los párrafos anteriores, es opinión de esta 
Corte que el derecho al doble conforme busca dotar al condenado dentro de un 
proceso penal de una instancia capaz de corregir posibles errores judiciales, dada 
la especial gravedad que revisten las sanciones penales. Y, para ello, el derecho al 
doble conforme exige dos elementos básicos. En primer lugar, la existencia de un 
tribunal distinto al que dictó la sentencia condenatoria con competencia para 
revisarla, el que debe ser de superior jerarquía orgánica. Y, en segundo lugar, un 
recurso –cualquiera fuere su denominación- ordinario; es decir, oportuno, eficaz 
y accesible para toda persona declarada culpable en un proceso penal. 
 
28. El recurso es oportuno si puede ser interpuesto con anterioridad a la ejecutoria 
de la sentencia condenatoria. Es eficaz si brinda la posibilidad de que el tribunal 
superior revise de forma íntegra la sentencia impugnada, incluyendo la 
interpretación y aplicación del Derecho, así como la valoración de la prueba 
realizada en la sentencia impugnada. Y es accesible si las formalidades para que el 
recurso sea admitido son mínimas. 
 
29. Ahora bien, el presente caso plantea la cuestión de la exigibilidad del derecho 
al doble conforme en un supuesto específico: el relativo a cuando una persona es 
declarada culpable en segunda instancia tras haber sido ratificada su inocencia en 
la sentencia de primera instancia. Los únicos recursos previstos en el sistema 
procesal penal para el indicado supuesto son los recursos extraordinarios de 
casación y revisión. 
 
38. Sin embargo, la casación –analizada a la luz de los requisitos que exige el doble 
conforme– no es un recurso eficaz, por cuanto en él no puede controvertirse la 
valoración de la prueba efectuada en la sentencia impugnada, valoración que 
difiere de –de hecho, es posterior a– la admisión y producción de la prueba; y 
tampoco es accesible, debido a las rigurosas formalidades exigidas para la 
admisibilidad del recurso. 
 
39. Por su parte, la revisión no es un recurso oportuno –según el estándar exigido 
por el doble conforme–, dado que su interposición no impide la ejecutoria de la 
sentencia impugnada; y tampoco es eficaz, puesto que se circunscribe al examen 
exclusivo de las causales taxativamente fijadas en la ley, todas las que, además, 
exigen la presentación de prueba nueva. 
 



 

 

41. En consecuencia, el sistema procesal penal no contempla un recurso apto para 
garantizar lo que el derecho al doble conforme exige cuando una persona es 
declarada culpable por primera vez en segunda instancia. Lo que, en opinión de 
esta Corte, constituye una vulneración del derecho al doble conforme, en 
confluencia con la Observación General No. 3 del Comité de Derechos Humanos 
de las Naciones Unidas, que manifiesta: “El párrafo 5 del artículo 14 [del PIDCP] se 
vulnera no solo si la decisión de un tribunal de primera instancia se considera 
definitiva sino también si una condena impuesta por un tribunal de apelación o un 
tribunal de última instancia a una persona absuelta en primera instancia no puede 
ser revisada por un tribunal superior”. 
 
42. Se concluye, entonces, que el derecho al doble conforme del señor Reyes 
Mendoza fue vulnerado debido a la existencia de una “laguna estructural”; con 
esto, la Corte quiere significar que la referida vulneración se produjo en el caso 
concreto como materialización de una cierta omisión del legislador, la de no 
establecer una determinada garantía para un derecho fundamental; 
específicamente, por la ausencia, en la legislación procesal penal, de un recurso 
apto para garantizar el derecho al doble conforme cuando una persona es 
declarada culpable por primera vez en segunda instancia. La referida omisión 
normativa inconstitucional se concretizó dentro del proceso penal de origen en la 
imposibilidad del señor Reyes Mendoza de acceder a un recurso disponible e 
idóneo que satisficiera su derecho al doble conforme una vez que él fuera 
condenado por primera vez en segunda instancia. De manera que, si bien a dicha 
persona no se le impidió el acceso a un recurso de tales características que 
estuviera legalmente previsto (como, por ejemplo, ocurriría si se impidiera 
indebidamente a alguien el acceso al recurso de apelación frente a una sentencia 
condenatoria dictada en primera instancia), sí se le privó de un recurso de dichas 
características que, si bien no estaba legalmente previsto, debió estarlo a la luz de 
la Constitución. Por lo que el proceso penal de origen vulneró el derecho al doble 
conforme del señor Reyes Mendoza. 
 
48. Ahora bien, esta sentencia ha constatado también que la referida laguna 
estructural vulneró, en concreto, el derecho al doble conforme del señor Reyes 
Mendoza porque le privó de un recurso apto para garantizar aquel derecho tras 
la primera condena que dicha persona recibió en segunda instancia (véase párr. 
42 supra). A este respecto, cabe recordar que, en la sentencia N.º 1989-17-EP/20, 
esta Corte consideró que el derecho al doble conforme “permite proteger a las 
personas procesadas, limitar el poder punitivo y evitar la condena de personas 
inocentes o condenas desproporcionales al hecho delictivo. En consecuencia, la 
realización de este derecho, si fuere el caso, habilita y legitima la imposición de 
una pena estatal contra una persona” (párr. 35). 
 
49. De ahí que, en el presente caso, si bien la violación al derecho al doble 
conforme es, principalmente, de carácter estructural, las consecuencias de un 
eventual error judicial para quien ha recibido una condena privativa de la libertad 
serían tan graves que está justificado que esta Corte deje sin efecto el auto de 
inadmisión del recurso de casación impugnado por el señor Reyes Mendoza, a fin 
de que, con arreglo a lo establecido en la parte decisoria de esta sentencia, él 
pueda interponer ante un tribunal de superior jerarquía orgánica un recurso 
ordinario, es decir oportuno, eficaz y accesible (en los términos especificados en 
el parr. 28 supra) en contra de la sentencia condenatoria dictada en segunda 
instancia. 



 

 

 
50. A fin de no vulnerar el derecho a la igualdad consagrado en el artículo 11.2 de 
la Constitución, esta Corte debe conferir efectos inter pares a la medida de 
reparación establecida en el párrafo anterior, en los términos precisados en la 
parte decisoria de esta sentencia. 
 

MEDIDAS DE REPARACIÓN 
INTEGRAL ADOPTADAS 

No aplica 

FALLO 1. Declarar la vulneración del derecho al doble conforme de Silvano Reyes 
Mendoza. Y, en consecuencia, aceptar parcialmente la acción extraordinaria de 
protección presentada por él. 
 
2. Dejar sin efecto el auto de inadmisión del recurso de casación dictado el 20 de 
junio de 2018, por la Sala Especializada de lo Penal de la Corte Nacional de Justicia. 
 
3. Desde la ejecutoria de la presente sentencia, la Corte Nacional de Justicia 
contará con un plazo de dos meses para regular provisionalmente, a través de una 
resolución, un recurso que garantice el derecho al doble conforme de las personas 
que son condenadas por primera ocasión en segunda instancia, de conformidad 
con los parámetros establecidos en esta sentencia, especialmente en los párrafos 
28 y 49 supra. Dicho recurso procesal podrá ser interpuesto –en la forma en que 
lo regule la Corte Nacional de Justicia– por el señor Silvano Reyes Mendoza y, 
debido al efecto inter pares señalado en el párrafo 50 supra, por las siguientes 
clases de personas:  
(i) los procesados a los que después de la publicación de la presente sentencia en 
el Registro Oficial se les dicte sentencia condenatoria por primera ocasión en 
segunda instancia; y,  
(ii) los procesados que hayan recibido sentencia condenatoria en segunda 
instancia por primera ocasión y esté pendiente de resolución un recurso de 
casación o una acción extraordinaria de protección. En ambos supuestos, 
presentado el recurso, la sentencia dictada en él será susceptible de ser 
impugnada mediante los recursos extraordinarios de casación y revisión y, 
eventualmente, mediante la acción extraordinaria de protección.  
El presidente de la Corte Nacional de Justicia deberá informar a la Corte 
Constitucional del Ecuador una vez que la resolución de aquella Corte entre en 
vigencia. 
 
4. Declarar que el legislador ha incurrido en una laguna estructural consistente la 
omisión de instituir un recurso idóneo para garantizar el derecho al doble 
conforme de las personas que han sido condenadas en la sentencia de apelación 
tras haber sido ratificada su inocencia en la sentencia de primera instancia. 
 
5. Disponer a la Corte Nacional de Justicia que, en aplicación de las facultades 
conferidas en los artículos 184.4 de la Constitución y 180.4 del Código Orgánico 
de la Función Judicial, dentro del plazo de tres meses contados a partir de la 
notificación de esta sentencia, elabore un proyecto de reforma de ley que colme 
la laguna estructural referida en el párrafo anterior y lo presente a la Asamblea 
Nacional. El presidente de la Corte Nacional de Justicia deberá informar a la Corte 
Constitucional del Ecuador una vez que el proyecto de ley haya sido presentado. 
 
6. Disponer a la Asamblea Nacional que, dentro del plazo de seis meses contados 
a partir de la presentación del proyecto de reforma ley indicado en el párrafo 



 

 

precedente, lo conozca, discuta y apruebe con apego a los parámetros 
jurisprudenciales establecidos en la presente sentencia. Luego de la presentación 
del proyecto de ley referido, la Asamblea Nacional, a través de su representante, 
deberá informar bimestralmente sobre el avance y cumplimiento de esta 
disposición a partir de la recepción del proyecto de reforma al COIP. Hasta que 
entre en vigencia la reforma del COIP, continuará aplicándose la resolución que 
emita la Corte Nacional de Justicia en los términos referidos en el numeral 3 supra, 
de la sección resolutiva de la presente sentencia. 
 
7. Disponer que, durante los seis meses siguientes a la notificación de esta 
sentencia, el Consejo de la Judicatura publique la misma en su sitio web 
institucional mediante un hipervínculo. Para justificar el cumplimiento de esta 
disposición, los responsables de los departamentos de tecnología y comunicación 
del Consejo de la Judicatura deberán remitir a esta Corte: (i) dentro del término 
de 10 días contados desde la notificación de la presente sentencia, la constancia 
de la publicación en el banner principal del portal web de la institución y (ii) dentro 
del término de 10 días contados desde el cumplimiento del plazo de seis meses, 
un informe en el que se detalle el registro de actividades (historial log) respecto 
de la publicación del banner, del que se advierta que efectivamente el Consejo de 
la Judicatura publicó de manera ininterrumpida en su sitio web la presente 
sentencia. 
 
8. Disponer que, en el plazo máximo de un mes desde su notificación, el Consejo 
de la Judicatura difunda el contenido de esta sentencia a todos los jueces, juezas, 
fiscales, defensores y defensoras públicas a través del correo institucional, así 
como a los miembros del Foro de Abogados. El Consejo de la Judicatura, a través 
de su representante legal, deberá justificar documentadamente el cumplimiento 
de esta disposición ante esta Corte dentro de los 5 días posteriores a la finalización 
del plazo concedido para tal efecto. 
 

VOTACIÓN POR LA QUE FUE 
ADOPTADA 

Aprobada por el Pleno de la Corte Constitucional con seis votos a favor de los 
Jueces Constitucionales:  
 
Karla Andrade Quevedo, Ramiro Ávila Santamaría, Agustín Grijalva Jiménez, Alí 
Lozada Prado, Teresa Nuques Martínez y Daniela Salazar Marín. 
 

VOTOS CONCURRENTES O 
DISIDENTES: 

Un voto en contra de la Jueza Constitucional Carmen Corral Ponce; y,  
 
Dos votos salvados de los Jueces Constitucionales Enrique Herrería Bonnet y 
Hernán Salgado Pesantes. 

OTROS DATOS DE INTERÉS: LINK 
DE LA CORTE CONSITUTIONAL 

http://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/e2NhcnBld
GE6J3RyYW1pdGUnLCB1dWlkOic5MDllNzQ5Yy1lZTdlLTRlMzYtYTE5OC1hZThjZjcx
OWUyOGMucGRmJ30= 

Registro Oficial.  
Corte Nacional de Justicia. 
Resolución 004-2022.  
NORMAS QUE REGULAN EL 
RECURSO ESPECIAL DE DOBLE 
CONFORME 

http://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/eyJjYXJwZX
RhIjoicm8iLCJ1dWlkIjoiNDVmMWM0MjUtZDc2Mi00MzQzLWJiNDEtNzJkODljZm
ViNzYyLnBkZiJ9 
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